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PRESENTACIÓN


Treinta años después, son demasiadas las imágenes y los momentos que vienen a mi memoria. Después de la experiencia de un nuevo diálogo con las Farc hace apenas pocos años, muchas son las reflexiones cuando aún Colombia atraviesa por el reciclaje permanente de sus guerras de siempre. Y, sin embargo, es mucho lo que hemos cambiado.


Empiezo por lo primero. Tenía 36 años. Corría el año de 1987. El 14 de diciembre fui nombrado consejero presidencial para la Reconciliación, Normalización y Rehabilitación en remplazo de Carlos Ossa Escobar, quien renunció para presentar su candidatura a la Alcaldía de Bogotá. Era la primera elección popular de alcaldes en el país y había sido aprobada tras muchos debates en 1985. Fue la primera ampliación democrática que se hizo después del Frente Nacional.


Grande había sido el ejemplo que imprimió Ossa en nosotros, sus colaboradores, a lo largo de casi dos años. Tal vez la lección más importante fue el trabajo de grupo y el valor que daba a las opiniones e iniciativas de sus asesores. Todas las ideas eran estudiadas y merecían el mayor respeto por parte del consejero que, para esa primera mitad del gobierno de Virgilio Barco, tenía un poder y una influencia que iba mucho más allá de las funciones propias de su cargo. Ossa era una especie de súper ministro en los campos afines a la paz y al Plan de Rehabilitación. Nombramientos, presupuestos, proyectos de ley, declaraciones públicas, en fin, todo aquello que tuviera que ver con desarrollo agropecuario, con organizaciones campesinas, con caminos rurales, con infraestructura campesina, y obviamente con problemas relacionados con la paz, pasaban por su despacho. No había decisión que se tomara en esos campos que no se le consultara a Ossa. Ese poder no era gratuito. Se debía a la coherencia e integralidad que Barco, y sus ministros de Gobierno, Fernando Cepeda y César Gaviria, quisieron imprimirle a la política de paz.


El cargo de consejero presidencial es uno de los recursos tradicionalmente utilizados por los presidentes para reforzar áreas en las que quieren enfatizar su obra de gobierno. En esencia, no son cargos ejecutivos, ni disponen de recursos, ni tienen personal a su disposición. Se trata de funcionarios de confianza del presidente, nombrados a su antojo con funciones asignadas por el jefe de Estado. Y sigue siendo así hoy, con el nombre de alto consejero de Paz, o del Posconflicto o de la Estabilización, como han querido bautizarlo ahora.


La concepción de Barco sobre la paz era amplia y abarcaba mucho más que el diálogo con la guerrilla. La relación entre esta política y la rehabilitación de zonas afectadas por la violencia, le trajeron cada vez más funciones a este despacho. Aunque de manera formal la Consejería no tenía jerarquía sobre el Plan Nacional de Rehabilitación, PNR, que administrativamente dependía de la Secretaría General de la Presidencia, en la práctica este estaba dirigido —por un acuerdo de caballeros— por el consejero de Paz. Sin ser una entidad que tuviera presupuesto propio, ni que ejecutara directamente programas y sin una frondosa burocracia, la Consejería de Paz incidía decisivamente sobre el 14 % del presupuesto de inversión nacional que estaba destinado al Plan; era parte central en las decisiones sobre orden público en el sentido extenso, que incluía estrategias relacionadas con insurgencia, terrorismo, conflicto social y delincuencia organizada; era una voz definitiva en la política agropecuaria, de reforma agraria, de crédito campesino y de infraestructura para las zonas definidas como de rehabilitación, o sea en el 50 % de la geografía nacional.


Ossa renunció el día límite para no inhabilitarse y propuso al presidente mi nombre para sucederle. Ese día salió el decreto de mi nominación en la Consejería y cuatro días después fui designado en propiedad como consejero presidencial para la Reconciliación, Normalización y Rehabilitación.


Es un lugar común hablar del reto que significó el nombramiento, pero en mi caso no es una simple frase de cajón. El Plan Nacional de Rehabilitación era por aquella época el principal logro de la política de paz, pues había despegado y generado un gran impacto en las comunidades rurales, contribuyendo a la estabilidad y recuperación de la legitimidad del establecimiento en las zonas apartadas. Hoy sigo pensando que ese era el camino que hemos debido seguir en Colombia.


Para ese momento, en la expectativa más fuerte y elemento central del desempeño en la Consejería, que era la paz, poco o nada había por mostrar, y lo que era peor, no se vislumbraban muchas perspectivas de cambio. Recibí el cargo con bajo perfil y continué con las políticas, con la metodología y con el equipo asesor de Carlos Ossa.


Cinco personas, seis con el propio consejero, conformaban esta oficina. Ossa había dado un perfil multidisciplinario al equipo de trabajo: Jesús Antonio Bejarano, profesor de la Universidad Nacional, economista e historiador, autor de varios libros y conocedor como pocos de la historia agraria nacional, ya fallecido. Gabriel Silva, politólogo, parte del núcleo inicial que contribuyó a estructurar la política de reconciliación y el PNR, viajó a estudiar y después fue asesor directo de Barco para estar también en la Iniciativa para la Paz. Ricardo Santa María, también politólogo, remplazó a Silva, fue también parte del núcleo intelectual que elaboró las políticas, y además fue permanente negociador y participó en los acuerdos con todos los grupos guerrilleros. Carlos Eduardo Jaramillo, sociólogo, parte del grupo de académicos que estudió las causas de la violencia, se incorporó al equipo ya avanzado el gobierno y estuvo también en todas las negociaciones. Tarcisio Siabatto, veterano experto en desarrollo rural. Rodrigo Zapata, joven dirigente de la Asociación Nacional de Usuarios Campesinos, Anuc, y Reinaldo Gary, sociólogo que se incorporó después al grupo. Siabatto y Gary, tampoco están ya entre nosotros.


Además de la definición de políticas y de la elaboración de posiciones públicas sobre la paz, la guerrilla, el orden público o la rehabilitación, el grupo de trabajo definió poco a poco y con el desarrollo de las circunstancias, normas especiales de comportamiento para los miembros de la Consejería. La posible ambigüedad que puede haber entre el tratamiento político que se da a la guerrilla, por una parte, y el contacto directo con miembros de estas organizaciones delincuenciales, exigía tener principios muy claros y límites relativamente estrechos.


Uno de los pocos cargos en los que no hay ni manual de funciones, ni textos aplicables, es el de consejero para la Paz. A primera vista, se trata de un oficio en el cual hay que hablar con guerrilleros. En parte sí y en parte no. Si para hacer la paz hay que hablar con los guerrilleros, pues toca hacerlo y preferiblemente bien preparado. Pero en lo fundamental, se trata de crear las condiciones políticas para favorecer las posibilidades de paz con la insurgencia. En la Consejería todos los días aparecían personas diciendo que son de la guerrilla y que quieren hablar. Si se empieza por ahí, no se termina nunca y el consejero acaba por llenarse de historias reales o fantásticas. Su oficio principal, entonces, no es hablar con la guerrilla sino aclimatar las condiciones favorables a la paz.


También reflexionamos muchas veces sobre la actitud que se debía tener, tanto en público como en privado, frente a evoluciones de políticas diferentes a la de la paz. Es muy fácil caer en la tentación de tratar de hacerse el simpático con la guerrilla, tomando posiciones que aparentemente plazcan a estos grupos, criticando a otras ramas del gobierno, a ministerios o a las Fuerzas Armadas, pero esto no favorece las posibilidades de paz ni de diálogo, ni es entendido dentro de la guerrilla como un gesto favorable hacia ella.


El consejero no es un mediador ni un intermediario; es el representante del Gobierno y más aún, es el representante del presidente de la república en esos asuntos. La labor permanente del consejero es quitarle legitimidad a la guerrilla, no en cuanto interlocutor, sino como una expresión válida en una sociedad democrática. Pueden ser respetables sus posturas políticas y se trata de buscarle espacio a sus propuestas, pero se trata también de quitarle espacio a su condición de alzados en armas.


Como consejero me limité inicialmente a mantener las políticas, las relaciones y la forma de trabajo que se venían desarrollando. Concentré mis esfuerzos en impulsar el Plan de Rehabilitación, en el seguimiento de sus programas, en la atención de problemas campesinos y en visitar obras de infraestructura a todo lo largo y ancho de las zonas de colonización.


Pasados todos estos años puedo compartir lo que creo es el sentido de la negociación con las guerrillas.


Un Estado legítimo y democrático como el colombiano ofrece negociar con una guerrilla por tres razones principales:


Una política: abrir espacios políticos a quienes argumentan no tenerlos y se han levantado en armas por esta razón.


Una humanitaria: terminar el derramamiento de sangre.


Un motivo práctico: es más eficiente terminar un conflicto con negociación que continuarlo por la vía armada. El tamaño o la capacidad de daño no debe ser la consideración principal para iniciar conversaciones con un grupo armado. No se hizo con Los Etxtraditables.


Pero estas tres razones para negociar no son universales.


Hay Estados que no negocian porque consideran que negociar es validar los métodos violentos de los armados. Este es el principio que se usa para no negociar con el terrorismo, y es el que se aplica en Colombia recientemente para no negociar con narcoterroristas, ni con Grupos Armados Organizados, GAO, y tampoco con el ELN —a menos que acepte negociar en serio—, y mucho menos con el Clan del Golfo, o los Puntilleros o los grupos disidentes de las Farc como la disidencia de alias Iván Márquez y Jesús Santrich, la llamada ‘segunda Marquetalia’, a quienes hay que aplicarles todo el poder del Estado, incluyendo bombardeos.


Hay Estados que consideran más eficiente para terminar un conflicto no negociarlo, y que se evitan más muertes afrontando el conflicto por vía militar, que prolongándolo a la espera de una negociación. La guerra para lograr la paz, es la máxima en esta tesis.


Colombia lleva más de treinta y cinco años en negociaciones, o al menos en intentos de negociar el fin del conflicto. No se trata de un armisticio entre iguales, ni la negociación de una guerra civil en la cual las partes representan porciones significativas de la población. Se trata de buscar acuerdos con quienes se alzaron en armas contra el Estado. La guerrilla en Colombia no representa un sector de la población, ni una etnia, ni una inconformidad regional. Representa un alzamiento armado contra el orden político establecido. Es un alzamiento de muchos años, es cierto, con una no despreciable capacidad armada, también es cierto, pero es un alzamiento armado y no una guerra civil y esta diferencia es sustancial.


¿Qué se negocia y bajo qué principios?


Un Estado puede negociar, pero con un mínimo de principios. Uno es el democrático. Un gobierno, a nombre de un Estado, puede negociar el fin de un alzamiento, pero sin afectar su razón de ser ni su mandato popular. Eso quiere decir que el gobierno no puede negociar ni la democracia ni su mandato de origen. Eso sería despreciar a quienes votaron en su elección y cambiarlos por las ideas de unos alzados en armas.


El gobierno no puede negociar, por sí y ante sí, la estructura del Estado pues esta es producto de un consenso político constitucional y el gobierno, resultado de este andamiaje, no puede modificarlo a voluntad. Eso no quiere decir que el modelo de Estado no sea materia de negociación. Sí que lo es, pero no por el gobierno. Los cambios en el Estado tienen que ser decididos por los instrumentos institucionales (Congreso, referendo, constituyente).


Lo que se negocia es el alzamiento armado y no los motivos que se argumentan para este. Se trata de que los alzados en armas dejen de serlo, pero no que dejen de pensar como piensan. Al gobierno no le corresponde juzgar la bondad o pertinencia de las propuestas políticas de la guerrilla. De lo que se trata es de abrir los espacios para que la plataforma política de la guerrilla, sea de la calidad que sea, se debata en medios democráticos apropiados.


Pero no siempre hay materia negociable. Las aspiraciones de la guerrilla pueden ser incompatibles con los principios democráticos del Estado, como por ejemplo la creación de una república islámica o de una democracia popular comunista, o puede involucrar la cesión de parte del territorio, lo que es inaceptable en Colombia.


Hay otros elementos que pueden ser negociables en una etapa del proceso, pero no en otra, y en las negociaciones de paz el orden de los factores sí que altera el producto.


El perdón jurídico a los alzados o a los involucrados en el conflicto es indispensable para culminar un conflicto, pero darlo al principio del proceso, como se hizo con la amnistía de 1984, lo que produce es impunidad generalizada. Exigir las armas de los alzados de entrada es iluso, pero nadie podría entender una paz armada.


Dos enfoques de negociación en Colombia


En Colombia han habido dos enfoques en los procesos de paz. Uno que fue muy claro en el gobierno Betancur, y ha sido predominante aunque no exclusivo, en el de Pastrana, y otro caracterizó a la negociación en los gobiernos de Barco, Gaviria y Santos.


La administración Betancur, pionera en este hemisferio en la búsqueda de soluciones políticas, entendió el conflicto como un problema de incompatibilidades históricas. El reconocimiento a lo que se llamó la existencia de condiciones objetivas para la formación de las guerrillas, implicaba una manera específica de abordar la solución. Pastrana tenía la misma posición.


Mostrar a los alzados la voluntad del Estado y un genuino deseo de rectificación, fueron bases para generar confianza y convencer a los insurgentes de la posibilidad de paz. Esta aproximación, que podíamos llamar idealista o voluntarista, no sería hoy la más adecuada en una mesa de negociación con una guerrilla marxista, sólida en lo doctrinario y crecida en su autoestima en capacidad militar.


Los gobiernos Barco, Gaviria y Santos aplicaron una concepción bien distinta, que llamarían de enfoque realista (para asimilarlo a una escuela de pensamiento en política internacional en las relaciones de poder). Se entiende que el conflicto es por el poder y por las fuentes que lo sustentan, por tanto la negociación es con el poder y sobre el poder. Así se planteó en la política de paz de Barco y que en esencia fue mantenida por Gaviria y después de algún tiempo fue reeditada por Santos.


Pueden parecer diferencias retóricas, pero tienen consecuencias concretas. La principal está en el diseño mismo del proceso. En el enfoque realista, la prioridad de negociación estaría sobre el tipo de Estado y en el voluntarista en otros temas. Otra consecuencia se da en las actitudes del gobierno. En el primer esquema, en el idealista, el gobierno puede dejar de defender una serie de postulados por generar confianza con la guerrilla. La generación de confianza es el mantra. La defensa de la legítima acción de la fuerza pública es uno de los aspectos que en la visión idealista se debilitan y la acción del Estado a favor de los pobres se desvía en dirección a los violentos o a los ilegales.


El enfoque idealista se basa en mostrar capacidad de rectificación y el realista en crear espacios para negociar el poder. El primero pretende arreglar muchas otras cosas para que la paz pueda ambientarse; el segundo se concentra en la negociación del poder, pues lo demás vendrá por añadidura.


El conflicto colombiano es por el poder


A mi juicio el enfoque y diseño de un proceso de paz están directamente relacionados a la forma como se entiende el conflicto. La guerra es la continuación de la política por otros medios, decía el famoso pensador alemán, el militar Carl von Clausewitz, y la política, o sea dialogar para llegar a acuerdos, no es más que continuar el conflicto por otros medios, en este caso, pacíficos.


Entiendo el conflicto actual como uno en el que está involucrado el poder político. El centro de esta guerra de cinco largas décadas es el poder y en esto me parece que no puede haber equívocos. Esta manera de entender las cosas descarta, a su vez, otras motivaciones como territorio o el control de recursos económicos, que pueden ser objetivos transitorios, pero no son sus propósitos finales. Entenderlo así señala la manera como se puede entender lo que sería la paz y esta sería el resultado de una negociación por el poder, por su acceso, su distribución y por el control de las fuentes del poder.


El conflicto existe porque existe la guerrilla. No al contrario y eso no debemos olvidarlo. Dicen que ellos están alzados en armas por la injusticia y que no han hecho la paz porque el gobierno, o los gobiernos, no los han dejado. Eso no es así y no podemos caer en una especie de culpa colectiva. El Estado colombiano ha sido excepcionalmente generoso para buscar la paz con las guerrillas. Ha hecho la paz con quienes han querido hacerla y persiste en tener, como sociedad, una mano tendida a los alzados.


Lecciones para analizar


Las principales lecciones que quedan después del proceso con el M-19 son: primero, el cese al fuego contra las Fuerzas Armadas y contra la población civil debe darse antes de empezar los diálogos.


El argumento en su momento fue: “mostrar disposición a hablar, y los hechos hablan más que las palabras”. El periodo, indefinido. El gobierno podía ajustarlo según sus necesidades. El presidente Virgilio Barco anunció esa disposición a hablar con el M-19 en su mensaje al Congreso del año 1989.


El gobierno de César Gaviria, sin embargo, removió la condición de cese al fuego para iniciar negociaciones. La exigencia de cese al fuego unilateral para empezar a negociar fue eliminada y se aceptó negociar en medio del conflicto. La sede de los diálogos fue Caracas, Venezuela, y después del intento de golpe de Estado contra Carlos Andrés Pérez se encontró que no había condiciones. La sede de los diálogos fue trasladada a Tlaxcala, México. Lo que resultó una excusa válida.


En el Caguán no existió esa condición. Y para los diálogos que empezaron en el 2012 en Cuba no existía tampoco, porque no se estaba negociando en territorio colombiano.


Segundo: durante el gobierno Betancur los diálogos eran adelantados por personas no vinculadas al gobierno, y en eso han caído varias administraciones. Debe ser el consejero de Paz o como se llama ahora (alto) comisionado de Paz o sus delegados. El objeto es que ese funcionario pueda comprometer al gobierno en las conversaciones.


Tercero: definir una zona desmilitarizada en la cual se ubicara la guerrilla. Eso se nos ocurrió en una visita que hicimos con Carlos Ossa a los frentes 14 y 15 de las Farc en el Caquetá, como tres años antes. En la tregua con las Farc fueron múltiples las acusaciones que venían de ambos lados. Un guerrillero que salía de su zona, si estaba armado, era señalado de hacer ‘proselitismo armado’, una acusación frecuente en esos días.


Los frentes estaban situados en zonas sin delimitación clara, en las cuales podría estar la guerrilla, pero no sabían las condiciones para salir de la zona. Y aunque el resultado de esas conversaciones con los frentes del Caquetá era delimitar en términos precisos una zona, y a esa reunión asistieron alias el Mono Jojoy y alias Avelino, posteriormente las Farc atentaron contra un convoy militar que transitaba por la carretera entre San Vicente del Caguán y Florencia y esto llevo al gobierno a romper la tregua en el Caquetá. La propuesta tuvo que esperar días mejores.


Casa Verde, la sede del Secretariado de las Farc, escenario de conversaciones múltiples por espacio de siete u ocho años, no estaba definido en términos precisos.


Es claro que la delimitación conlleva una condición jurídica: que no operen allí las órdenes de captura. Cuando estaba en vigencia el estado de sitio era cuestión de decretar la suspensión de las órdenes de captura en determinada jurisdicción.


Con posterioridad a la Constitución de 1991, hay que definir, mediante una ley, en qué condiciones se puede decretar la suspensión de órdenes de captura en una zona.


Santo Domingo, en el Cauca, fue elegido como la sede de las conversaciones con el M-19. Una vez establecida la avanzada del grupo guerrillero, se procedió a delimitar en términos precisos y a hacer un reglamento de lo que se podía hacer y de lo que no. No salir armado fue un requisito y siempre consultado con el Ejército.


Posteriormente, en el proceso con el EPL, en 1991, se definieron catorce zonas, una para cada frente. Después fueron reducidas a seis y luego a una. En Pueblo Nuevo, Antioquia, se efectuó el desarme.


Flor del Monte, Sucre, fue la población escogida como sitio de concentración de la Corriente de Renovación Socialista. En el mismo punto se efectuó el desarme.


Para el Quintín Lame fue escogido Pueblo Nuevo, en Caldono. Mientras en la Mesa de Togoima, Páez, Cauca, se realizó la dejación de armas.


En Caracas, en la negociación con la Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar, en el año 1991, se definió una zona para cada frente de cada organización. Así, las Farc, que entonces tenía poco más de sesenta frentes, le correspondieron sesenta zonas. Para el ELN, que entonces tenía algo así como dieciocho frentes, se le dieron dieciocho zonas. En total había 78 zonas para la guerrilla. Todo ello plenamente autorizado por el Ministerio de Defensa Nacional. Pero la víspera del día en que se iba a hacer el anuncio, el ELN atentó contra el presidente del Senado, Aurelio Irragorri y de esa manera se frustraron esos diálogos.


En la negociación del Caguán, en el gobierno de Pastrana, en 1998 las Farc pidieron cinco municipios: Mesetas, La Uribe, La Macarena, Vistahermosa y San Vicente del Caguán. Se llamó Zona de Distensión, en cuya delimitación no podría haber militares ni ninguna unidad de la fuerza pública o agentes del Departamento Administrativo de Seguridad, DAS. La delimitación era muy fácil, pues bastaba acudir a los límites municipales.


En la negociación más reciente con las Farc, una vez evacuados todos los temas de contenido en 2016, se procedió a definir veintiséis zonas para los propósitos concretos de ubicación y reintegración. Fueron escogidas por una comisión integrada por representantes del Ejército y de las Farc.


Cuarto: dividir en dos la negociación. Un componente de la negociación se ocupa de temas militares, decretos y medidas de resorte del Ejecutivo. El otro es el tema político, que es del resorte de los partidos, el Congreso, y del gobierno también.


Quinto: el indulto. El Congreso expidió la ley 77 de 1989 que reglamentaba la manera como podía otorgarse el indulto. Cuando planeábamos qué pasos había que dar para culminar el proceso de Paz con el M-19, reparamos en el hecho de que estaba vigente el estado de sitio. Entonces el presidente Barco hizo una reflexión muy válida: “a usted y a mi nos van a recordar por haber hecho la paz con el M-19, pero llevemos al Congreso una ley para reglamentar el indulto. No nos pueden recordar como un gobierno que arbitrariamente perdonó al M-19. El Congreso puede ser una tortura, lleno de debates, de incertidumbres, etcétera, pero es lo que nos preserva a usted y a mí”. Recuerdo la observación que le hice, en el sentido de que los narcos siempre habían buscado una amnistía o un indulto y, por tanto, el Congreso era un riesgo. Con todo, Barco se mantuvo en su idea.


El procedimiento para otorgar el indulto era sencillo. En términos exclusivos solo se refería al M-19. La secretaria jurídica de Palacio tenía el listado de los desmovilizados y después de revisar los antecedentes judiciales el presidente procedía a otorgar el beneficio. Ello evitaba que la mafia comprara su inclusión en las listas. Después se supo que Pablo Escobar tenía un carné del M-19, probablemente esperando obtener el indulto. Otros grupos armados pretendieron sacar ventaja. Un abogado entabló incluso una demanda que no prosperó.


De los más de ochocientos que recibieron el indulto, en las cárceles quedaron menos de cien. Habían cometido los delitos ‘colocando a las víctima en condiciones de inferioridad’ y ‘con barbarie’, tal como rezaba el código penal.


Sexto: reinserción. Al cumplirse veinticinco años del proceso de paz con el M-19, en la Plaza de Bolívar Antonio Navarro sacó quince lecciones del proceso de paz. En sus palabras: “En cuanto a la reinserción lo más importante es la educación. Hoy todos los antiguos guerrilleros del M-19 son bachilleres y algunos profesionales, elemento que posibilitó su integración a la vida civil. La quinta lección —del listado de quince lecciones— fue que el Estado debe hacer presencia integral en los territorios donde hacía presencia la guerrilla, o de lo contrario otro grupo armado tomará el control de ese territorio”.


Lo mismo que hoy, todo depende de la presencia del Estado de manera eficiente y permanente en los territorios, como quedó estructurado en la arquitectura del posconflicto, una vez firmada la paz final con las Farc.


Han pasado treinta años desde este primer proceso de paz hasta el que nos ocupa en el presente, el de las Farc. También quedan algunas lecciones del proceso de paz con ese grupo alzado en armas.


Las mujeres y hombres de las Farc más representativos y conocidos no son jóvenes. Al terminar el periodo sin elección, en 2026, las curules que hoy tienen quedarán sometidas a las mismas reglas que aplican a todos los congresistas. (Los plazos sin elección son cinco en el Senado y cinco en la Cámara de Representantes. Son dos periodos: el primero hasta 2022 y el segundo hasta 2026).


Por qué no decirlo: son viejos. Se impone una renovación en los cuadros directivos de las Farc, o al menos de sus candidatos al Congreso. Los jóvenes no son conocidos, o escasamente conocidos y hacerse conocer es bien difícil. Ahí tienen un gran desafío.


Se trata de cambiar los fusiles por representación política legal. Las Farc tienen que abrir ese camino, es decir, el paso a la nueva generación de los colombianos que no han sufrido la guerra. Deberían vincular a los líderes de las marchas, así no hayan pasado por la guerra. No dejar a esta exguerrilla reducida a zonas rurales y transformarla en una fuerza urbana significativa, con líderes extraídos de esa Colombia urbana que se movilizó en las marchas de 2019 con las que tengan sintonía.


Varios de los exintegrantes que han tenido éxito electoral en el M-19 son vigentes treinta años después. Son parte de la misma generación que los líderes de las Farc. La diferencia es que mientras unos llevan treinta años bregando a hacerse camino en la política, estos apenas llegan y con una edad avanzada.


A menos de dos días de la firma del acuerdo con el presidente Virgilio Barco, los colombianos votaron por Carlos Pizarro y por Vera Grabe; y votaron dos veces por Navarro: la primera vez como candidato presidencial, y sacó la tercera votación a nivel nacional; y para la elección de la Constituyente, en que sacó la más alta votación a nivel nacional, con 41 años de edad.


Es fundamental recordar que en el proceso con el M-19 hubo un grave incidente. Una vez el indulto había sido aprobado por el Congreso y surtido efecto sobre los integrantes del M-19, una jueza, Clemencia García de Useche, decretó que en el caso del Palacio de Justicia había que volver a juzgar a la cúpula del M-19. Rápidamente se formó una coalición para el caso en el Congreso, fue redactado un texto y presentado ante el mismo. El argumento esgrimido por la ley era el beneficio de cosa juzgada bajo el principio de favorabilidad. Eso se conoció como la Ley de Reindulto y la presentó Álvaro Uribe, quien fue ponente en el Senado.


La política es dinámica. O contradictoria. En el otro proceso, en el de las Farc, los del Centro Democrático desdicen de lo que años antes hizo su líder Uribe. Se han mostrado contrarios a la presencia de líderes de las Farc en el Congreso hasta que paguen con cárcel, así como con la justicia transicional, por la que tampoco han mostrado mayor simpatía. En 2018 Uribe publicó una declaración que mostraba arrepentimiento porque no quería exculpar al M-19 de sus delitos. Demasiado tarde. Oportunista. Veintiséis años después de la Ley de Reindulto.


Lo más importante hoy es que la reconciliación no se ve por ningún lado. La mitad del país odia a las Farc. Y de paso a Juan Manuel Santos por hacer el proceso con ellas. Aquí está el gran reto.


Las Farc tienen que cambiar el nombre del partido. A diferencia del nombre del M-19, que pasada la desmovilización se conservó, o del FMLN que aún hoy se conserva en El Salvador, hay una circunstancia peculiar en Colombia: las disidencias de las Farc, que conservan el mismo nombre de la guerrilla.


Reflexión final. Hablar del pasado es fácil. Como los directores técnicos de los lunes cuando ha pasado el partido. Tal vez las Farc tardaron demasiado tiempo buscando acumular poder y se les hizo tarde. Pero mejor antes que después. Recordemos: cuando Navarro estuvo en las conversiones de Caracas les mostró a las Farc cómo fue el modelo con ellos. El comandante Alfonso Cano estuvo súper crítico y dijo que lo de ellos, lo de las Farc, sería muy distinto.


Y aquí va mi punto: una de las diferencias fue la rapidez. Mientras el proceso con el M-19 duró catorce meses, el de las Farc se extendió por cuatro años, sin contar con la fase secreta que duró dos años más.


El tiempo es un factor clave en los procesos de negociación. Pero aún más cuando no hacer la paz a tiempo amenaza la vida de las nuevas generaciones.


El autor.









CAPÍTULO 1


EL PAÍS EN GUERRA. EL M-19 SE ACERCA


En una reunión social en el apartamento de la periodista Pilar Calderón a comienzos de 1988, me abordó un joven a quien yo no conocía, quien dijo llamarse Carlos Alonso Lucio. Me dijo que pertenecía al M-19 y que tenía interés en intercambiar algunos temas conmigo.


Hacía pocos días, el 30 de enero, el presidente Virgilio Barco había propuesto un plebiscito para derribar la barrera legal que impedía reformar la Constitución Nacional mediante métodos extraordinarios. Lucio me dijo que estaba muy interesado en conocer más al respecto. Conversamos largamente sobre el tema y le expliqué los alcances de la iniciativa sobre la vinculación al plebiscito de posibles diálogos con la guerrilla. Quedamos en vernos al día siguiente en mi oficina del Plan Nacional de Rehabilitación, a donde llegó puntual acompañado de un señor que se presentó como Ramiro Lucio, su tío.


Ramiro era más conocido, pues había sido vocero público del grupo y había tenido varias reuniones con la Comisión de Paz de la administración de Belisario Betancur. Desarrollamos los temas que se habían esbozado y me expresaron su interés por plantear esta propuesta ante el congreso del M-19, próximo a realizarse, según ellos. Me confirmaron que uno de los temas principales de su proyecto político era la posibilidad de realizar consultas al pueblo y que el plebiscito llenaba esa expectativa.


Como conclusión, quedaron de llevar el tema a la reunión del M-19 para que se vincularan a la discusión del reajuste institucional. De ser aceptada esta idea, el Gobierno abriría un diálogo directo con ese grupo sobre su futuro como organización armada. Quedaron de contactarme unas semanas después, a su regreso del congreso del M-19, que después supe, había tenido lugar en el resguardo indígena de Santa Rosa, en la zona páez del Cauca.


La idea de vincular los temas de la paz y el plebiscito parecía tener no solo viabilidad conceptual sino, lo que era más importante, parecía abrir un espacio de interés entre los propios grupos armados. Antes de saber qué había pasado con nuestra propuesta, ya el Consejo de Estado había declarado la suspensión provisional del Acuerdo de la Casa de Nariño, firmado en febrero de 1988 entre el presidente Barco y el jefe de la oposición, Misael Pastrana Borrero, quienes acordaron desarrollar el plebiscito el 9 de octubre de ese año. Tras el fallo temporal del Consejo de Estado, la iniciativa quedó sin piso.


A las pocas semanas, el joven Lucio apareció de nuevo por mi oficina. Me contó que la reunión del M-19 en el Cauca había decidido no buscar caminos hacia la paz, sino por el contrario, profundizar la confrontación, al punto de que habían declarado la que llamaron “guerra a la oligarquía”. “Paz con las Fuerzas Armadas y guerra a la oligarquía”, fue el lema que promulgaron.


Plebiscito de Barco, alternativa a la crisis


Como ya dije, todo se inició a comienzos de 1988, cuando Barco planteó el plebiscito. Ahí fue cuando se hizo, por primera vez, contacto entre el Gobierno y el M-19.


Mientras esto sucedía en el campo político, el país fue sacudido por graves hechos violentos. En Urabá y en Barrancabermeja fueron asesinados Argemiro Correa Miranda y Manuel Gustavo Chacón, líderes de los dos sindicatos más poderosos del país, Sinagro, que agrupaba a los obreros del banano y la USO, sindicato de trabajadores del petróleo.


En Medellín, un poderoso carro bomba explotó en el barrio El Poblado, frente al edificio Mónaco, donde vivía la familia de Pablo Escobar. Además, hubo una escalada de emboscadas y tomas guerrilleras: en tres días fue volado seis veces el oleoducto Caño Limón-Coveñas; en la frontera con Venezuela murieron, al parecer por acción de la Guardia Nacional del vecino país, tres pescadores colombianos y un menor de edad; se presentaron marchas campesinas en Saravena, Arauca; y en Paz de Río, Boyacá, y se preparaba un paro nacional de maestros.


En medio de este panorama estremecido por la violencia, el 18 de enero se produjo el secuestro, por parte del cartel de Medellín, de Andrés Pastrana, a la fecha candidato conservador a la Alcaldía de Bogotá, quien fue rescatado una semana más tarde por la Policía en una zona cercana a Medellín y el mismo día fue secuestrado y asesinado, también por orden de Pablo Escobar, el procurador general de la nación, Carlos Mauro Hoyos. Meses después, Pastrana fue elegido alcalde de la capital del país por elección popular.


Era claro para todos que la democracia colombiana estaba en esos momentos en real peligro. Las causas, aunque difusas en cuanto a la variedad de autores y responsables, mostraban que había intereses muy poderosos y que tenían el objetivo contundente de cimbrar la cumbre del poder político. Pero no había consenso en las posibles salidas a la crisis.


Muchos políticos y líderes de opinión señalaban la incapacidad del gobierno para controlar la violencia. Otros, sin absolver del todo a la administración, indicaban que en las dificultades para afrontar los hechos del momento había razones profundas relacionadas con la ilegitimidad del sistema político y con la falta de herramientas fuertes y aceptadas para conjurar las amenazas.


El estado de sitio, permanente instrumento de gobernabilidad en los treinta años anteriores, seguía vigente, pero su efectividad era casi nula1. Un instrumento diseñado para superar alteraciones súbitas y temporales al orden público no había servido para resolver desórdenes, puntuales o coyunturales, sino masivos y continuados por muchos años. El desorden público, interpretaba el gobierno, estaba ligado a la falta de legitimidad y de aceptación del orden social y político, y no a elementos coyunturales o a la agitación temporal.


En medio de este agitado panorama, desde principios de enero el diario El Espectador había promovido, a través de editoriales, un debate sobre la urgencia de hacer profundas reformas institucionales para conjurar la difícil situación2. Estos, sin duda, motivaron que el 30 de enero el presidente Barco enviara una carta a este periódico en respuesta a las críticas por la falta de iniciativas del Ejecutivo en materia de reformas políticas. Al acoger públicamente la propuesta, Barco argumentaba que esta “es una propuesta acertada, fruto de larga meditación y que así parezca repetitiva pues se trata de dos consultas populares, es la única que en un tiempo relativamente corto permitirá hacer los cambios institucionales que el país reclama con urgencia”.


El presidente recogía entonces el sentimiento generalizado de realizar profundas reformas institucionales, frustradas en dos ambiciosos intentos anteriores: la Asamblea Constitucional de Alfonso López Michelsen en 19773 y la Reforma Constitucional impulsada por Julio César Turbay en 19794.


Barco formulaba una propuesta concreta: que los ciudadanos, en las elecciones del 13 de marzo siguiente5, en papeleta separada, decidieran la derogatoria o no del artículo 13 del plebiscito del 1 de diciembre de 19576, que prohibía reformar la Constitución por la vía de la consulta al constituyente primario. Si la respuesta a la consulta era afirmativa, se tendría entonces la base jurídica y política que permitiría someter a la voluntad popular las nuevas formas institucionales que el país requería para modernizarse y contrarrestar los diferentes tipos de violencia.


La propuesta de Barco era producto de un análisis de las posibilidades de reforma constitucional que había hecho el gobierno y que se había plasmado en un memorando al presidente, con fecha del 12 de enero, dirigido por los ministros de Gobierno7, César Gaviria, y de Comunicaciones, Fernando Cepeda. El documento detallaba las posibles rutas para reformar la Constitución y contenía un pormenorizado análisis de la jurisprudencia de la Corte Suprema de Justicia sobre los procedimientos de reforma constitucional8. Con base en estos antecedentes, los ministros llegaron a la conclusión de que la Constitución se podría reformar por un procedimiento especial, diferente al establecido en el artículo 218 de la Carta9. La fórmula más segura, concluían, sería entonces convocar un referéndum para derogar el artículo 13 del plebiscito de 1957 y luego a otro posterior, para reformar el texto de la Constitución.


La noticia produjo una verdadera explosión política y suscitó todo tipo de reacciones y opiniones, superando en mucho las expectativas planteadas. La agitada situación social, política y de orden público que vivía Colombia por esa época hizo que prácticamente todos los actores de la vida pública nacional se pronunciaran sobre la reforma institucional.


Pero, como era tradicional en el gobierno Barco, la estrategia de comunicación fue bastante deficiente. No se había hablado con los dirigentes políticos, ni siquiera con la dirección liberal, y por eso las reacciones iniciales fueron bastante disímiles. López Michelsen declaró que la propuesta le parecía un “plan para asaltar una joyería”. Además, hubo poca o ninguna ambientación entre los medios de comunicación y todo esto le quitó a la iniciativa parte de la solidez política y de opinión que requería.


Sin embargo, la propuesta había caído en terreno abonado, en un país desesperanzado y confundido, pero a la vez ávido de fórmulas. La discusión política se fue canalizando hasta lograr, el 20 de febrero siguiente, la suscripción de un convenio político con el Partido Conservador —recientemente rebautizado Social Conservador—, denominado Acuerdo de la Casa de Nariño. Se contemplaba un mecanismo para discutir los posibles temas de contenido de la reforma, creando lo que se denominó la comisión preparatoria de reajuste institucional, integrada por dos ministros, cinco miembros de la Dirección Nacional del Partido Liberal, igual número de la Dirección Nacional del Partido Social Conservador, el director del Nuevo Liberalismo y un miembro de la Unión Patriótica. Esta comisión preparatoria debería proponer las materias de reforma de las que se ocuparían las comisiones de reajuste institucional, que serían elegidas por el Congreso en forma proporcional a la votación que obtuvieran las diferentes colectividades en las elecciones para asambleas departamentales del 13 de marzo de ese año.


Por su parte, el propio Congreso, que según el acuerdo sería convocado por el gobierno a sesiones extraordinarias por un periodo de un mes, aprobaría la convocatoria a un referéndum para el 9 de octubre siguiente, donde se pondría a consideración del pueblo colombiano el trabajo de las comisiones de reajuste institucional. Es decir, las propuestas de reforma.


Adicionalmente, los partidos Liberal y Social Conservador se comprometían a votar en el Congreso la convocatoria al referéndum de octubre y se establecía un cronograma de trabajo según el cual, una vez instaladas las comisiones de reajuste institucional en mayo, estas entregarían su trabajo a más tardar tres semanas antes de la realización del referéndum que se realizaría el 9 de octubre.


El plebiscito: un segundo aire para la paz


Como era de esperarse, la guerrilla también se pronunció en el debate nacional sobre el plebiscito. En un comunicado del 19 de enero de 1988, el Secretariado de las Farc propuso reformar los artículos de la Constitución referentes, entre otros, al estado de sitio (artículo 121), a la detención de personas por orden del Ejecutivo y sin autorización judicial (el artículo 28), y lo relativo a la participación de los partidos políticos en el poder (el artículo 120).


En caso de no aceptarse esta propuesta, proponían reformar la Constitución mediante una Asamblea Constituyente con representación de todos los sectores de la sociedad, incluida la Coordinadora Guerrillera. El comunicado de las Farc fue relativamente marginal, pues el centro del debate estaba en los sectores políticos y pasó más o menos desapercibido.


La apertura de las comisiones preparatorias de reajuste institucional, el 25 de febrero de 1988, atrajo toda la atención de la opinión pública. El tema de la guerrilla, como era obvio, apareció días después pero, curiosamente no fue introducido por la Unión Patriótica sino por dirigentes políticos liberales, entre ellos por el líder del Nuevo Liberalismo, Luis Carlos Galán, y por el senador liberal del Tolima, Alberto Santofimio, quienes indicaron por separado que en las comisiones de reajuste institucional se podría oír a la guerrilla, así como se iba a escuchar a todos los sectores de la sociedad.


Por su parte, la Consejería de Rehabilitación había empezado a elaborar documentos de análisis sobre cómo vincular la paz al proceso de plebiscito y los culminó con un memorando de tres páginas, cuyo esqueleto había elaborado Jesús Bejarano, dirigido al ministro de Gobierno, en el que se señalaban los siguientes criterios: se podría invitar a voceros de grupos armados a que expusieran sus propuestas ante las comisiones preparatorias de reajuste institucional, con la condición de que estos mismos grupos estuvieran dispuestos a discutir con el gobierno un itinerario que llevara a su desmovilización como grupo armado. Sería entonces un proceso organizado sobre dos ejes separados, pero confluyentes: uno político, que abriría la posibilidad de diálogo con los sectores políticos sobre las propuestas de reforma del Estado que tenían los alzados en armas, y otro eje de tipo jurídico-militar, que se desarrollaría con el gobierno para definir un cronograma y las condiciones para el desmonte de la organización armada, con sus consecuencias jurídicas.


El principio era muy simple. Si las guerrillas son, como decían, y aún dicen serlo, alzados en armas por razones políticas, entonces lo único que se les pedía es que pusieran a consideración su modelo de sociedad y de Estado ante el escenario de debate democrático con todos los sectores organizados del país. Se ofrecería un espacio de discusión con posibilidad de llegar a acuerdos, pero en un contexto democrático, o sea, sin exclusividad de unas propuestas frente a otras y sin que nadie, ni el establecimiento o la guerrilla, pretendieran un papel hegemónico con respecto a los demás sectores.


Se le daría a la guerrilla espacio de diálogo, pero no gratis, sino con el compromiso de su parte de examinar su futuro como grupo armado. Estos fundamentos serían la base de la nueva política de paz del gobierno Barco, que se plasmaría meses después en el documento llamado Iniciativa para la paz.


Cae acuerdo sobre plebiscito, la paz bloqueada


Infortunadamente, no pudimos desarrollar este planteamiento en ese entonces, pues el 4 de abril siguiente el Consejo de Estado10 suspendió el acto que firmaron el presidente Barco, el Partido Liberal y el expresidente Pastrana a nombre del Partido Social Conservador.


La decisión del Consejo de Estado provocó una enorme confusión política en el país, pues el plebiscito había logrado unificar propósitos y abrir un margen de esperanza en la posibilidad de romper el bloqueo institucional. Por una parte, quedó cerrado el camino legal para llevar a cabo una reforma por la vía del referéndum, pero al tiempo se admitió que este procedimiento, una vez realizado, no podía ser objeto de una declaración de inconstitucionalidad, ya que este constituía la expresión máxima de la voluntad política del constituyente primario, como soberano incondicional y absoluto de las decisiones sobre la organización y estructura política de la república.


El propio presidente Barco, en discurso pronunciado el 14 de abril11, acató la decisión del alto tribunal de justicia, pero puso sobre el tapete la contradicción con la jurisprudencia emitida por la Corte Suprema en materia de reforma institucional, afirmando además, que el consejero de Estado que profirió el concepto había entrado en el terreno de la política.


Las relaciones entre el Gobierno y el Partido Social Conservador, PSC, se enfriaron como consecuencia de la diferencia de criterios en cuanto a la forma de proceder12. Pero, al quedar temporalmente frustrada la reforma política, también quedaba así la posibilidad de desarrollar una estrategia de paz. Volvimos al punto cero, pues esta deficiencia había sido uno de los puntos débiles de la política de Betancur y, ahora, con la caída del plebiscito, también lo sería en la de Barco.


Uno de los principales obstáculos que tuvo la política de Betancur, y la de Barco en sus primeros dos años, fue el divorcio entre lo que se le pedía a la guerrilla, que no era nada menos que dejar de existir como organización armada, y lo que podía el establecimiento adquirir como compromiso, que no era más que la intención de gestionar ante el Congreso unas reformas dentro de un sistema político que no las permitía y que mucho menos las quería. Por esto, el plebiscito fue la mejor posibilidad que tuvo la paz en casi ocho años, de tener un marco viable de compromisos políticos por parte del Estado.


A finales del gobierno de Turbay fue expedido un decreto de estado de sitio13 que establecía indulto y amnistía para los guerrilleros interesados en dejar la lucha armada. Ninguno se acogió y la amnistía fue rechazada por todos los grupos, con beligerancia, empezando por el M-19. La razón es muy sencilla: nadie se alza en armas para buscar simplemente que, al cabo de un tiempo, se le perdone el alzamiento. La gran diferencia entre el crimen organizado, tipo narcotráfico, y el alzamiento armado es: lo único que pide el primero es el indulto mientras que para el segundo, el perdón es solo una consecuencia de acuerdos de carácter político. Si las motivaciones del alzamiento armado son políticas y si se ha elegido la vía de la negociación, no hay otra forma de resolver el conflicto sino a través del debate de modificaciones de carácter político a los aspectos del régimen establecido que, a juicio de los rebeldes, los llevaron al alzamiento.



OEBPS/images/cover.jpg
%moi{i

- «COtOMBi

~

& Planeta






OEBPS/images/title.jpg
MEemoRia
coLomsin
*

RAFAEL PARDO RUEDA

gl

de 1990

La desmovilizacion final del M-19

& Planeta





